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	Asunto:
	Se conoce por apelación interpuesta por la defensa contra la sentencia de condena proferida el día nueve (9) de Junio de 2006.


El suscrito Magistrado Ponente de la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la determinación adoptada en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes para la decisión a tomar, son:

1.1.- El pasado dos (2) de febrero del año que avanza, a eso de las 6:20 de la mañana, cuando transitaba por la carrera 14 con calle 19 esquina del vecino Municipio de Santa Rosa de Cabal el señor FERNANDO VALENCIA SÁNCHEZ, recibió dos impactos de proyectil de arma de fuego y fue trasladado de inmediato al Hospital para fallecer posteriormente el día diez (10) del mismo mes. Alertadas las autoridades sobre este hecho de sangre en el preciso instante de los disparos, se dieron a la tarea de perseguir a una persona de avanzada edad que huía con una capa amarilla que le cubría el rostro, a quien se le decomisó un arma de fuego.

1.2.- Al comprometido de nombre JOSÉ SIGIFREDO ZAPATA GIRALDO, se le hicieron dos imputaciones, la primera por Tentativa de Homicidio -sin agravantes- y Porte de Arma, en atención a que la víctima aún se hallaba con vida, y una segunda a modo de ampliación en atención al deceso de VALENCIA SÁNCHEZ, por HOMICIDIO –también sin agravantes- y Porte de Arma de fuego. En ninguna de las dos ocasiones aceptó los cargos, pues textualmente dijo: “no por el momento”.
1.3.-  Al no existir allanamiento a la imputación, la investigación continuó su curso normal a efectos de la respectiva acusación. Entretanto, la señora Defensora y la Fiscal Delegada, llevaron a cabo una negociación con fecha primero (1º) de marzo del presente año, por medio de la cual el aquí comprometido admite su responsabilidad por los delitos de HOMICIDIO simple voluntario de que trata el artículo 103 C.P., en concurso con un PORTE ILEGAL DE ARMA DE FUEGO que describe el artículo 365 ibidem, a cambio de obtener la aplicación del mínimo de la pena posible y además una rebaja de la mitad de esa sanción de conformidad con el artículo 351 del C.P.P.
1.4.- El preacuerdo se llevó ante la señora Juez Penal del Circuito para su aprobación, autoridad judicial que no le observó reparos y procedió a dictar sentencia acorde con lo expresado en la negociación. En su fallo, declaró la responsabilidad penal y en cumplimiento de lo negociado fijó como pena la mínima contemplada en la ley para el delito de mayor gravedad (homicidio simple voluntario), esto es, 17 años y 4 meses al tenor del artículo 103 con la modificación del artículo 14 de la Ley 890 de 2004, e incrementó por el concurso del Porte, seis meses, para un total final de 17 años 10 meses de prisión; monto sobre el cual concedió una rebaja de la mitad de la pena, también en cumplimiento de lo consignado en el preacuerdo, para una pena a imponer de ocho (8) años, once (11) meses de prisión.
Arribó al escenario procesal la víctima con su apoderado, para pedir que el caso no se cerrara de esa manera porque existían intereses superiores que respetar a cuyo efecto utilizó el recurso de apelación y es la razón para que los registros se encuentren ante este Tribunal.
2.- El Debate

Es promovido por el representante judicial de la víctima, quien argumenta:

- No está de acuerdo con la adecuación típica del comportamiento, ni consecuentemente con la pena, porque la norma llamada a aplicarse no era el artículo 103 C.P. sino el artículo 104 que nos habla del Homicidio Agravado en sus numerales 6 y 7, porque obró premeditadamente, a sangre fría, con peligrosidad y con sevicia según el número de impactos recibidos al decir del dictamen médico. Sabía que trabajaba en la galería, que madrugaba, la hora en que iba a pasar por el lugar, esto es, aprovechándose de circunstancias de oportunidad favorables para el agresor y desfavorables para el desprevenido agredido. Incluso, agrega, todo indica que el ahora acusado actuó por precio o promesa remuneratoria (numeral 4º), pues en momento alguno esgrime una justificación para hacerlo, ni tenía forma de conseguir un arma de esta clase, cuyo costo bordea el millón de pesos, lo cual indica que le entregaron el arma para asesinar; en otras palabras, estamos frente a un sicario. O también por un motivo abyecto o fútil, pues era una nimiedad, si es que en verdad existió algún móvil.
- El poco tiempo de la investigación no permitió allegar más información y los resultados no fueron los esperados.

- El involucrado presenta un comportamiento que lo inhabilita para vivir en sociedad, pues posee una sentencia condenatoria también por Homicidio y Hurto proferida en el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía (Rda.) que data del 21 de mayo de 2001, en la cual le fue impuesta una pena de 18 años, tres meses y ocho días de prisión. Es verdad que este antecedente no llegó a tiempo, pero revela la peligrosidad del acusado. Tenía un compromiso vigente con ese despacho y por lo mismo no hubo rehabilitación. 

- Aparentemente el acuerdo no violó ninguna norma, pero en realidad sí porque no tuvo en consideración el agravante. Según sus cálculos, así se tomara el mínimo de la sanción a imponer y así se reduzca la pena a la mitad como dice el acuerdo, la sanción no podría ser inferior a los 22 años 5 meses 15 días de prisión, bien diferente a la que finalmente se impuso en la sentencia.

En su intervención como partes no recurrentes, intervinieron tanto la Fiscalía como la Defensa. 
La primera, indicó que hizo la imputación primero por Tentativa de Homicidio y Porte, posteriormente por Homicidio simple y Porte, porque así lo indicaba la prueba recaudada. Lo que se hizo en el preacuerdo no fue más que aceptar los elementos materiales probatorios existentes y con el lleno de los requisitos legales; en consecuencia, se dio lugar al descuento de la mitad de la pena y se le hizo saber del mismo a la víctima. La señora Juez revisó el preacuerdo y lo encontró ajustado a derecho, en consecuencia, al representante de las víctimas sólo le queda la opción del incidente de reparación ante el Juzgado del conocimiento. En cuanto a los antecedentes, no fueron conocidos en su oportunidad.
La Defensa, por su parte, impetra del Tribunal la declaración de desierto de este recurso porque la víctima estuvo en el preacuerdo y no hizo ninguna objeción al mismo, en consecuencia, carece de interés para hacer esta impugnación y sólo debe presentarse en el incidente de reparación. Cita jurisprudencia de Mayo 02 de 2002 de la Sala de Casación Penal como sustento de su petición, por cuanto no es suficiente estar inconforme con una decisión, se requiere una sustanciación debida y oportuna.
3.- La Decisión

Está legitimada la víctima para acceder al recurso de apelación, porque su interés en este caso concreto no se contrae a lo estrictamente patrimonial, sino al deseo de aniquilar el fallo que pone término a la actuación por haber avalado una negociación que desborda los principios que orientan esta forma de terminación anticipada del proceso. La legitimación por activa, por tanto, viene dada en el interés superior de obtener verdad y justicia, al tenor de lo explicitado en la Sentencia de la Corte Suprema de Justicia del siete (7) de Diciembre de 2005, M.P. Alfredo Gómez Quintero.
Tres puntos problemáticos encuentra la Sala en este caso singular:

A.- Fiscalía y Defensa acordaron una condena por Homicidio simple voluntario, pero el representante de las víctimas sostiene que la prueba es indicativa de que quien obró lo hizo por un precio.

B.- Fiscalía y Defensa no acordaron una rebaja de “hasta la mitad” como es lo regulado en el artículo 351 C.P.P. que textualmente cita el mismo preacuerdo, sino, de “la mitad”, es decir, dispusieron y así se lo hicieron saber a la señora Juez, que debía reconocer el máximo del descuento por acogimiento a cargos.

C.- Fiscalía y Defensa, adicional a lo anterior y en forma concurrente, preacordaron y así se lo hicieron saber a la señora Juez para que le diera cumplimiento, el monto mínimo de pena posible para las infracciones objeto de concurrencia.

Sobre lo primero -existencia de la agravante-, hay varias cosas por decir:
1.- Es de entenderse, que la Fiscalía construye la acusación con fundamento en los datos que posee hasta el momento, los cuales pueden llegar a tornarse más graves o menos graves con el paso del tiempo de conformidad con la prueba que posteriormente se logre recaudar. Significa lo anterior, al decir de la doctrina autorizada sobre este tema
, que tanto la Fiscalía como la Defensa juegan con el factor tiempo, pues si la Defensa no se acoge en su debida oportunidad a las pretensiones de la Fiscalía, corre el riesgo de que la situación se torne más compleja y le corresponda transar en condiciones menos ventajosas.

Hasta aquí, todo parece indicar que tanto la señora Fiscal como la Defensora, obraron bien, pues lo que aparecía imputado hasta el instante de la negociación era simple y llanamente un Homicidio sin agravación y el Porte de Arma.

2.- De contarse con una información válidamente obtenida y hacer caso omiso de ella al momento de la negociación, constituye una posición impropia que defrauda el interés social y por supuesto el de las víctimas; incluso, violatoria de 351.3 del actual estatuto procesal penal, cuando prescribe: “En el evento que la fiscalía, por causa de nuevos elementos cognoscitivos, proyecte formular cargos distintos y más gravosos a los consignados en la formulación de la imputación, los preacuerdos deben referirse a esta nueva y posible imputación”.

3.- La principal obligación de las partes, tanto por respeto al principio de lealtad como de cara a una adecuada presentación que de la negociación se hace ante el Juez del conocimiento, es enseñar lo jurídicamente relevante tal cual se extrae de la evidencia legalmente obtenida, para a partir de allí indicarle al Juzgador qué hace parte del acuerdo. Sería contrario a esa lealtad, por ejemplo: dejar de mencionar la existencia de una agravante, para presentar el caso como una conducta simple y pura, y a partir de allí empezar a desmembrar lo correspondiente a una negociación, porque esa forma de proceder iría en detrimento de la prohibición de obtener pluralidad de beneficios en el tema de las negociación como lo consagra expresamente el artículo 351.2 de la misma codificación.
4.- Nos preguntamos: ¿con qué información válidamente obtenida contaba la Fiscalía en este caso?, ¿tenía o no elementos de juicio para imputar una agravación en el Homicidio?

Antes de contestar, aclaremos de una vez que una cosa es no tener ninguna información acerca de una agravante específica o genérica al momento de hacer la negociación y que esa información se obtenga con posterioridad al acuerdo, pues en dicho evento, como ya se dijo, la situación entra a formar parte del libre juego o de astucia si es que cabe la expresión por parte de la defensa, en tratándose de las negociaciones preacordadas. Y así es porque quien negocia intenta hacerlo antes de que la contraparte obtenga pruebas que incluso la harían desistir de un acuerdo en las iniciales condiciones. Pero otra cosa bien distinta, es que esa prueba o esa información válidamente obtenida, no sobrevenga, sino que ya se cuente con ella al momento de la negociación y simplemente no se perfeccione su averiguación al ser ignorada con o sin razón por quien tiene la función constitucional de acusar.
Es esto último lo que genera conflicto, porque entonces surge un interés de la parte afectada con el hecho a oponerse a las pretensiones del ente Fiscal, quien con su actitud potencialmente defraudaría no sólo sus intereses particulares sino los colectivos de una recta Administración de Justicia (fin último del procedimiento). Recuérdese que:

La negociación preacordada se lleva ante el señor Juez del conocimiento en aquellos eventos que fáctica, probatoria o jurídicamente lo ameriten, motivo por el cual puede ser rechazada cuando no se respetan los supuestos de hecho, no hay fundamentos razonables para hacer la negociación, no existe evidencia y por lo mismo se pretende acusar fraudulentamente, o no se ha respetado la verdad material.
Primordial es recordar los fines de las negociaciones preacordadas que consagra el artículo 348 del nuevo estatuto, entre ellos, observar las pautas trazadas como política criminal, aprestigiar la administración de justicia y evitar su cuestionamiento; todo ello, previo el análisis por parte del Fiscal de la “debilidad de su caso”. 

Volviendo al caso que nos ocupa, diremos que la Fiscalía sí contaba con información que advertía acerca de un trasfondo potencialmente configurativo de una causal de agravación, aunque no en forma contundente y vamos a decir por qué:

El defensor de la víctima, nos hace una presentación difusa pues menciona múltiples circunstancias de agravación que a su juicio podrían estar incursas en el comportamiento investigado. Nos habla de servicia, de aprovechamiento de la indefensión, de la preparación ponderada del hecho y de haberse obrado por precio, promesa remuneratoria o por un motivo abyecto o fútil. El Tribunal descarta, de entrada, lo referido a la sevicia, al aprovechamiento de la indefensión por una bien programada acción delictiva, al igual que la existencia de un motivo abyecto o fútil; lo primero -sevicia-, porque no se ve por parte alguna que quien disparó quisiera obtener un sufrimiento excesivo e innecesario en la víctima, simple y llanamente le disparó en varias ocasiones para conseguir su propósito homicida; lo segundo, porque no se dan las condiciones para hablar del aprovechamiento de indefensión o inferioridad, pues la víctima, aunque desarmada, estaba consciente, libre en su movimiento y con posibilidad de efectuar alguna reacción; finalmente, no se dan las condiciones para hablar de un motivo abyecto o fútil, muy por el contrario, se está diciendo que el posible determinador del homicidio es persona ofendida por el adulterio de su esposa quien sostenía una relación sentimental con el interfecto, en consecuencia, éste se constituiría en un injusto provocador.
La única situación que realmente llama la atención, es el hecho de que no existiendo ningún otro motivo para obrarse en contra del señor VALENCIA SÁNCHEZ, es bien factible que este personaje que le dio muerte, que según se advierte no es de la región y posee antecedentes por similar conducta, en realidad actuara como sicario, es decir, por precio o promesa remuneratoria a nombre de una tercera persona, concretamente un tal CARLOS DUQUE conocido como “El Flaco”. 

Miremos:

El hijo del finado VALENCIA SÁNCHEZ y quien hoy en forma concurrente otorga poder a un apoderado, había acudido en condición de denunciante a poner de presente varias cosas: a)- Que su padre tenía problemas desde hace ya varios años con un sujeto conocido como “El Flaco” de nombre CARLOS DUQUE, porque se atrevió a sostener una relación sentimental con la esposa de éste de nombre ARGEMIRA GÓMEZ (conocida como Ángela), no obstante que aún convivía con su señora madre, acerca de lo cual ya tenía amplio conocimiento la Inspección de Policía de esa localidad; b)- Que poco antes de su fallecimiento, su padre recibió un mensaje al celular de un teléfono desconocido, el cual decía: “eres un idiota y un convencido que cree saber mucho de mujeres y no eres nada idiota estúpido”. Mensaje que respondió el hoy finado con esta expresión: “muy bien, de mujeres yo no conozco, en cambio usted de hombres conoce mucho, idiota”. A consecuencia de esa situación, su padre siempre pensó que si algo le pasaba, el responsable era el mencionado “Flaco”; c)- Después de recibir los disparos y cuando estaba moribundo en el Hospital, su padre le dijo que si habían detenido “al Flaco”, como dándole a entender que este había sido el responsable.
Con todo ese caudal informativo y atando cabos, el joven denunciante se empecina en asegurar que a su padre lo mandó a matar “el Flaco”, es decir, que quien le dio muerte a su progenitor era un sicario que recibió órdenes de aquél.

A lo expuesto, este Tribunal considera que en realidad la situación que se expone era confusa, pero la Fiscalía tenía actos urgentes de investigación que realizar. 
Decimos confusa, porque: Se trata de un problema de hace ya varios años, no es una situación reciente. El joven en su exposición y ante una pregunta concreta acerca de si el citado CARLOS DUQUE había proferido amenaza contra su padre, respondió: “se ponía a mirarlo feo, a hacerle caras, pero verbalmente nunca dijo nada”. No se sabe si ese mensaje amenazante proviene del declarado enemigo, incluso, el mismo denunciante nos relata que pasados veinte minutos del primer mensaje, llegó otro que decía: “disculpe, no era para usted”. En las palabras que le alcanzó a expresar su padre, era insistente en preguntarle a su hijo que si habían capturado “al Flaco”, dando a entender que era éste quien lo había lesionado, a lo cual no podo responderle nada, precisamente porque quien lo mató no fue el “Flaco”, sino una persona de características bien distintas; con lo cual, es apenas una suposición que éste fuese contratado por aquél. Por último, llama la atención que al decir de uno de los informes policivos, concretamente el de captura que obra a fl. 41 vto., se dice textualmente: “…se le leyeron los derechos del capturado manifestando el…indiciado que lo ocurrido fue por deudas de dinero…”.
No obstante esa confusión, el Tribunal estima que era ineludible para la Fiscalía realizar varios actos de investigación que de seguro darían alguna luz a esta encrucijada: Solicitar el registro telefónico para saber la procedencia de esos mensajes. Insistirle al perito en balística, que hiciera el revelado del número serial del arma para por esa vía establecer su real procedencia, porque al decir del dictamen éste número no se apreciaba a simple vista -entendemos que fue borrado-, justificando ese no revelado en los siguientes términos: “ante la premura de la realización del dictamen, no se hace tratamiento químico de la superficie de la base metálica de la empuñadura del arma, para tratar de hacer revelado del número serial” (ver fl. 38 fte.); recordemos, además, que acerca del destino que se debía dar al instrumento de fuego nada dijo la sentencia. Se pudo verificar en la Inspección de Policía cuáles eran los verdaderos alcances del problema entre el citado “Flaco” y el hoy occiso, pues se habla de un atentado en su contra acaecido en el mes de Octubre de 2004. 
Y lo anterior es significativo porque en el momento en que un indiciado no acepta la imputación, se abren las compuertas para que la Fiscalía allegue todo el arsenal probatorio en aras de sustentar su acusación, al punto que según lo analizó la Sala Penal de la Corte, en los trámites ordinarios la Fiscalía no está atada indefectiblemente a los términos de la acusación, admitiéndose incluso una variación dentro del juicio en sus alegatos concluyentes. Así se dijo textualmente:
Diríase incluso que en un proceso con todas sus etapas, con controversia probatorio y juicio oral, las exigencias serían menores, pues la narración de los hechos jurídicamente relevantes consignados en el escrito de acusación pueden variar y complementarse en la alegación final en la cual se debe presentar de manera circunstanciada la conducta (artículo 443 de la Ley 906 de 2004), mas no así en los procesos abreviados en donde la conducta debe tipificarse con mayor precisión dado que se renuncia al derecho a no autoindicriminarse y a tener un juicio oral y público (artículo 350 numeral 2 Ley 906 de 2004). 

Con respecto a la existencia de los antecedentes, si bien ellos no son tenidos en consideración para la dosificación punitiva que es materia del preacuerdo (como se extrae de la Sentencia de Casación Penal del 18 de Mayo de 2005, Rad. 21.649, M.P. Álvaro Orlando Pérez Pinzón), es lo cierto que el hecho de contar JOSÉ SIGIFREDO ZAPATA con antecedentes, incluso por Homicidio, da lugar a un indicio de capacidad para delinquir que refuerza la afirmación que sustenta el representante de las víctimas.
Ahora apreciemos estas otras facetas del problema que tienen que ver con los términos del acuerdo que finalmente fue acogido en el fallo confutado:

Como se dijo, Fiscalía y Defensa no acordaron un descuento de “hasta una mitad” al tenor del artículo 351 que citan, lo que negociaron fue el tope de la mitad; ni tampoco se limitaron a esa beneficio, porque lo ampliaron en el sentido de que la señora Juez sancionara con la pena mínima que contemplan los dispositivos penales para este tipo de infracción.

A todo esto hay que decir, que si el señor JOSÉ SIGIFREDO hubiera aceptado en forma voluntaria, consciente y libre la imputación que se le hizo por los mismos cargos por los cuales ahora se juzga (Homicidio y Porte), habría obtenido un descuento de “hasta la mitad” de la pena, lo cual deduciría la a quo luego de tasar la sanción conforme a las reglas que rigen los cuartos y de conformidad con los criterios de dosificación que contiene el artículo 61 C.P. Pero así no ocurrió, porque en esa ocasión dijo el indiciado rotundamente: “no acepto por ahora”. 

Y qué se suponía por todos que podía pasar después de esa negativa, pues que ya el procesado no iba a obtener en forma alguna ni por ningún mecanismo una mayor posibilidad de descuento. Si esta última posibilidad existiera, el contrasentido de la ley sería mayúsculo, pues se estaría patrocinando lo contrario de lo que predica la filosofía que orienta al actual sistema, no otra que el deseo de que las personas indiciadas acepten los cargos desde el primer momento procesal y no después, porque precisamente para eso se les ofrece el mayor descuento punitivo en ese instante.
En el caso objeto de estudio, el imputado, debidamente asesorado, esperó a que la Fiscalía enseñara lo que tenía a su haber y cuando se supo de la existencia de un cúmulo de evidencias legalmente allegadas que comprometían seriamente a ZAPATA GIRALDO, propuso al ente acusador la negociación, ¿pero en qué términos?, pues nada menos que en unas condiciones exageradamente mejores que aquellas que le ofreció el Estado en un primer instante por la vía de la aceptación simple y llana cuando no se había dado todo este desgaste. Y es así porque es mucho más favorable negociar con la pena mínima y el descuento de la mitad, que haber aceptado apenas una rebaja de “hasta la mitad de la pena” y sometido a los rigores de la dosificación que regulan los cuartos punitivos.
Encuentra el Tribunal que una situación como la planteada, en donde la negociación versa única y exclusivamente sobre el monto de la pena, encuentra un límite de razonabilidad consistente en que no puede ir más allá de lo que por la vía de la aceptación simple y llana corresponde, que es en últimas, lo que el Estado ofrece y puede ofrecer en caso de admisión de los cargos.

Obrar en contrario, constituye un despropósito que puede detectarse fácilmente con el siguiente interrogante: ¿quién va a aceptar cargos en el primer momento de la imputación -que es, se repite, lo que pretende un sistema progresivo de contrapesos como el que adoptó nuestro legislador-, si es mejor para el acusado esperar a que la Fiscalía se desgaste, entregue la información que posee, y cuando quede claro que hay evidencias contundentes en su contra, ahí si aprovechar en esa etapa más avanzada la figura de la negociación y acceder no sólo a eso que inicialmente se rechazó sino a mucho más que ni siquiera estaba dentro de las expectativas?, y la respuesta es obvia: nadie querrá allanarse a los cargos porque es mejor negociar.
Si como se sabe, quien acepta cargos más allá de la audiencia de imputación no tiene derecho a ese 50% de descuento, como bien lo han indicado ambas Cortes, la Constitucional
 y la Suprema
, y lo viene sosteniendo este Tribunal casi desde el instante en que empezó a regir el sistema
, entonces ¿cómo pensar que alguien por la vía de la negociación en un momento posterior de la actuación pueda acceder a ese máximo descuento?; pero adicional a ello, ¿cómo pretender que también por la vía de la negociación se obtenga no sólo la mitad de rebaja sino que además se le exija al Juez que aplique el mínimo de la pena?, cuando ésta posibilidad está vedada a la persona que en un acto de condescendencia con la Administración de Justicia hizo dejación de su derecho a controvertir la evidencia desde un primer momento, porque para estos casos es el Juez y no las partes quien tasa la sanción haciendo uso de los cuartos punitivos, que obviamente puede dar como resultado una pena muy superior al citado mínimo.

Pero más aberrante aún: ¿qué explicación se le daría, desde el punto de vista del derecho fundamental a la igualdad, a un coautor que se allana a los cargos desde el primer instante y accede al 50% de descuento de la pena que libremente le tasó el Juez, cuando su compañero de ilicitud, que no aceptó cargos, es posteriormente favorecido no sólo con ese 50%, sino que éste se le dedujo no a la pena que tasó el Juez sino a un monto fijo representado por el mínimo posible? Creemos que en estas condiciones nadie sabría darle una explicación, porque la decisión judicial no sería justa, ni razonable, ni equitativa.
Así las cosas, si eso es lo que aquí se pretende, el Tribunal está obligado a rechazar el preacuerdo elaborado en esos términos y concederá plena razón al señor apoderado de las víctimas. Se anulará en consecuencia el preacuerdo para que la Fiscalía verifique la información suministrada que ya había aportado desde mucho antes la víctima, si es que aún no lo ha hecho, en cuyo caso tendrá en consideración esa circunstancia en la negociación como lo manda el artículo 351.3 de la Ley 906/04; o, de lo contrario, si no encuentra finalmente un soporte a la circunstancia de agravación que se dice concurrente en el asunto investigado y de persistir el interés en una negociación, se cerciorará que ésta no transgreda el límite de razonabilidad al cual se contrae esta providencia en lo atinente a la punibilidad solicitada.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.) Sala de Decisión Penal, ANULA la actuación desde el preacuerdo, inclusive, celebrado entre Fiscalía y Defensa en el caso materia de revisión, para que se obre de conformidad con lo indicado en el cuerpo motivo.
Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
          ALBERTO POVEDA PERDOMO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN
La secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
� Cfr. BAZZANI MONTOYA, Darío “La Terminación Anticipada del Proceso Penal por Consenso y el Principio de Oportunidad” en Reflexiones sobre el Nuevo Sistema Procesal Penal. Los grandes desafíos del Juez Penal Colombiano”, Plan Nacional de Formación y Capacitación de la Rama Judicial, Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla, Bogotá.


� En ese sentido se pronunció este Tribunal Superior con ponencia de quien ahora ejerce igual función, en Sentencia, enero dieciocho (18) de 2005, reiterada en providencia de Mayo 25/06, Radicación 66400-31-89-001-2005-00097-00 donde se hizo un análisis más extenso sobre este tema.


� C.S.J., Sentencia de Casación Penal del catorce (14) de Marzo de 2006, M.P. Álvaro Orlando Pérez Pinzón.


� Sentencia T-091 de 2006, M.P. Jaime Córdoba Triviño.


� Casación de Abril 04 de 2006, Radicación 24.868, M.P. Alfredo Gómez Quintero.


� Tribunal Superior de Pereira, Sentencia de abril 19 de 2005, Rad. 660883189001-2005-00042-00, M.P. Jorge Arturo Castaño Duque.
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